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Introducción

El descrédito que viven hoy en día las instituciones creadas legalmente para la prevención y persecución de los delitos, así como las destinadas a la impartición de justicia en México, ha originado, justificadamente o no, una reacción por parte de la sociedad civil que, ante tal situación, crea mecanismos alternativos de defensa ante la creciente criminalidad.

Así, vemos desde sistemas de vigilancia vecinal y policías privadas, hasta los excesos, que sobrepasan los límites de la legalidad, con verdaderos actos de impartición particular de la justicia, con arrestos privados, e inclusive, con lamentables linchamientos públicos.

Los medios de comunicación, con el enorme poder que han asumido ante la sociedad civil, no han sido ajenos a este fenómeno.

Los sondeos de popularidad, las estrategias de mercadeo, y un vacío sensible en el mando y control de sus límites informativos, han creado el espacio idóneo para que, el reportaje de denuncia, especialmente el televisivo, asuma funciones de investigación, y mas grave aún, de persecución de los delitos. 

La labor de los reporteros televisivos, cuándo presentan a la opinión pública, actos que constituyen evidentes delitos, o autorizan legalmente a presumirlos, ¿no se encuentran usurpando funciones públicas, y si esto no fuera considerado así por la idea de la libertad de prensa, no representa inevitablemente una obstrucción de la justicia? 

Es por ello que, en este foro de libre expresión y pensamiento que ofrece Monografías.com, abrimos el debate sobre este tema que, ubicado dentro de esa vorágine informativa de la televisión que tanto daño está haciendo a nuestra Sociedad, ya merece la atención de la ciencia jurídica. Otros extremos de sus efectos negativos, como por ejemplo en el ámbito de la salud, tendrán que esperar otro espacio. 

Por lo pronto, aquí nos abocamos al inevitable choque que está causando este ejercicio desmedido de la libertad de prensa, por medio del género periodístico del reportaje, con el ámbito, hoy especialmente sensible para nuestra comunidad, de la seguridad pública.

En concreto, y conscientes de que nos encontramos inmersos en el delicado tema del delito de prensa, pretendemos demostrar, desde la argumentación jurídica, la necesidad de debatir las consecuencias legales y las posibles soluciones de un ejercicio periodístico que se encuentra obstaculizando la procuración e impartición de justicia.

En cumplimiento de dicho propósito, elegimos dos vías de exposición. Ambas con rumbo al esclarecimiento de los distintos aspectos que intervienen en el problema.

En la primera de ellas, advertimos un ámbito normativo ampliado en el régimen de libertades en esta era de las comunicaciones. Las de expresión y prensa van acompañadas ahora del derecho a la información.

Al tratar de encontrar la naturaleza de este nuevo derecho público subjetivo que nos permite a los mexicanos acceder a una información fidedigna, oportuna, pero sobre todo, apegada al marco legal vigente, encontramos una definición amplia, pero esencialmente jurídica, que no sólo considera como fuente a los órganos gubernamentales, sino que además incluye a la que es generada por instituciones privadas de comunicación, especialmente a la televisión. Para obtener ese resultado, privilegiamos en nuestras sustentaciones, el contenido del texto constitucional sobre el que se contiene en su ley secundaria. 
Superado dicho escollo, y en la misma ruta de exposición, hacemos un breve recorrido por algunos géneros periodísticos hasta llegar al del reportaje y dentro de él, nos encontramos con una nueva especie, producto de la desenfrenada búsqueda del raiting, y que es hoy denominado como de denuncia. 

En la segunda vía, efectuamos un análisis sobre la institución que tiene constitucionalmente encomendada la investigación y persecución de los delitos en nuestro sistema jurídico, así como sobre las disposiciones del Código Penal Federal, y sobre algunas propuestas de reformas aplicables a nuestro tema.
Al confrontar nuestros dos recorridos, analizamos las implicaciones penales que tiene el reportaje de denuncia, y los problemas que se pueden presentar, o que de hecho ya se presentan, debido a la falta de una precisión puntual sobre este tema en el debate jurídico nacional, así como advertimos la ausencia de una regulación específica de las legislaciones aplicables.

Finalmente, proponemos algunas conclusiones que se deducen de los argumentos aquí expuestos. 
Estatuto jurídico de la información periodística
Como punto de inicio en este debate, y que bien puede ubicarse como una de las partes medulares del problema, como antítesis de la excesiva regulación normativa del ejercicio periodístico, se encuentra la continua, y ampliamente justificada, defensa del régimen de sus libertades constitucionales.
Tema vigente y ámbito sensible de discusión, debido a las recientes reformas constitucionales en materia electoral, y que bien podrían abonar razones suficientes para dar por terminado brevemente nuestro trabajo. Sin embargo, bastará hacer el recorrido analítico de este régimen, para percatarnos que la lucha puede y debe seguir por los mismos derroteros, impidiendo la intromisión de la autoridad y de los grandes intereses económicos en las libertades informativas, pero también para advertir sobre la necesidad de no propiciar un ejercicio desmedido de las mismas.

I.1  Las libertades de expresión y de prensa.
La libertad de prensa, con tan larga y penosa evolución, no sólo en nuestras latitudes, sino en todo el orbe, y que involucra necesariamente a la libre manifestación del pensamiento, finalmente, ha sido cimiento del verdadero cambio o transformación de las sociedades.

No obstante que la libre manifestación de las ideas, así como la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia, se encuentran incluidas dentro de las garantías individuales de la Constitución, desde 1857, en el propio texto normativo que las consagra, se encuentran también las limitaciones a su ejercicio. 

En tratándose del primero de los derechos públicos subjetivos mencionados, de acuerdo a la Norma Suprema, su libertad llega hasta el límite de los ataques a la moral, los derechos de tercero, provoque algún delito, o perturbe el orden público. El segundo no tiene más límites, según reza la disposición constitucional, que el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública. 
Éste es el marco normativo de las limitaciones al ejercicio de las libertades de expresión y de prensa que rige en nuestro país, previsto en el contenido de los artículos 6º y 7º constitucionales.

Aunque es derecho vigente, no podemos dejar de advertir que, si bien cualquier sistema normativo, como una verdad lógica, incluye, como elemento esencial a sus fines, el diseño de una frontera, construida con los valores o bienes jurídicamente tutelados, en un ámbito espacial y temporal determinados, y con la que, finalmente, se define al interés público o colectivo, también debemos hacerlo, respecto a la inoficiosa tarea de incluir en ella, con un velo de abstracción, conceptos que difícilmente podrán ser utilizados en beneficio de las libertades.

Se ha escrito mucho respecto a estas limitantes
, y de los artilugios administrativos que, a lo largo de los años, han tratado de convertir en letra muerta a estas libertades, como en el caso de los periódicos, con el certificado de licitud o la franquicia postal.

Sin embargo, y tratando de hacer una debida precisión jurídica respecto a esa frontera necesaria, como en su momento debería emprenderse en todos nuestros ordenamientos legales, se nos presenta evidente, desde el análisis de la ciencia del Derecho, que la debida concreción de las limitantes impuestas las reduce a dos: el acto ilícito y los derechos de tercero, y sobre éstos últimos, en tratándose de las libertades que nos ocupan, especialmente aquéllos que son definidos como personalísimos.

I.2 El derecho a la información. 
Históricamente polemizado, por el régimen de censuras y control que hasta hace algunos años imperó en México, hoy se reconoce el derecho que tienen los ciudadanos mexicanos a la información. Es un derecho público subjetivo que se encuentra considerado dentro de las denominadas garantías individuales, y se encuentra en la parte final del artículo sexto constitucional, en la que se expresa: “…el derecho a la información será garantizado por el Estado”.
Aunque la reforma constitucional que agrega este derecho se sitúa a finales de los años setenta, es hasta fecha reciente en que, finalmente, se expide una ley secundaria que pretende ordenarlo y garantizar su ejercicio, aunque de forma parcial, como veremos más adelante.

El Doctor Ernesto Villanueva Villanueva
, citando a Manuel Fernández Areal, autor del libro Introducción al derecho de la información, expone que: “... En la ciencia jurídica el derecho a la información es una de las áreas relativamente recientes, que nace ante la necesidad de reglamentar y organizar el ejercicio de un derecho natural del hombre, reconocido con estas características en las leyes fundamentales de los diversos países modelados en el ámbito jurídico- político al modo de los Estados de Derecho”.
Aunque de la lectura del texto constitucional queda claro que la parte obligada que nace de este derecho es el propio ente gubernamental, persiste la interrogante, debido a la expedición de la ley secundaria denominada Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, sobre si su contenido debe basarse únicamente en los informes que deben rendir los órganos de gobierno.

O si por el contrario, como nosotros creemos, también involucra el derecho de todo ciudadano a tener información fidedigna, oportuna, y sobre todo, apegada al Estado de Derecho, generada por conducto de los medios de comunicación autorizados para difundirla.  

Al respecto, el Doctor Villanueva Villanueva, se hace las siguientes interrogantes: 

a) ¿Porqué el derecho a la información sólo debe tutelar el acceso de los gobernados a las fuentes de información de los órganos del estado, y no a otras áreas institucionales que, pese a formar parte del sector privado, son susceptibles de producir información de interés general?;

b) ¿Cuáles son los límites al derecho a la información?. Es cierto que existen posiciones doctrinales que plantean la conveniencia de que el derecho a la información no se limite únicamente a conocer las tareas de Estado, sino que debe ir más allá para que cumpla una verdadera función social...”

Y agrega que “...Desde una postura sociológica esta afirmación contiene grandes dosis de racionalidad; empero, desde una perspectiva técnico- jurídica plantea dificultades complejas. Y es que las fuentes de información distintas de las del Estado están protegidas por el derecho a la privacidad previsto en los textos constitucionales, como un límite a los actos de autoridad del Ejecutivo y de legislación del Poder Legislativo...” “...En tal virtud, el objeto del derecho a la información debe estar constituido por mandato de ley por los datos e informes que suministren los órganos del Estado, en tanto obligación jurídica correlativa de brindar información...”

Razonamientos con los cuales no estamos de acuerdo, por lo siguiente:

a) Precisamente desde la perspectiva de una técnica jurídica, este derecho se refiere al derecho público subjetivo de todo ciudadano mexicano de recibir información;

b) Desde esta misma perspectiva, el contenido de dicha información encuentra sus límites legales, incluidos en el artículo 7º constitucional, en el derecho a la vida privada y en la preservación del orden público;

c) Es precisamente en el aspecto en que, en todo caso, encontramos consideraciones de tipo sociológico, cuándo se cuestiona sobre las fuentes que generan dicha información, y en el que no encontramos razón válida que excluya a las noticias originadas fuera del Estado; 

d) Lo que estimamos debe garantizar el Estado, como sujeto obligado en la relación jurídica con el titular del derecho- gobernado, es que, sea de donde sea originada la información, ésta no exceda los límites legales, (los señalados y otros que sean antijurídicos), y sea oportuna y fidedigna; y

e) También tocando aspectos meta jurídicos, resulta interesante plantear qué tipo de información debe garantizarse a los ciudadanos, es decir, cuál es de utilidad pública o de interés público, y entonces, entraríamos en los debates de los contenidos culturales, políticos, sociales, etcétera.

Quizá la verdadera causa de que este nuevo derecho se encuentre en este terreno de discusión jurídica, se ubica en los diversos propósitos que han tenido los legisladores desde su incorporación al texto constitucional.

Cuando nace, en los años ochentas del siglo próximo pasado, según nos explica Fátima Fernández Christlieb
, su incorporación se inscribe en la Reforma Política que buscó permitir mayor difusión a los programas de los partidos políticos, aunque el entonces secretario de gobernación, Jesús Reyes Heroles, la explicaba correctamente, es decir, como un derecho público subjetivo a favor de los gobernados.

Es hasta años recientes en que el legislador nuevamente desvía la esencia de este derecho, y pretende circunscribir su contenido únicamente por lo que hace a la información pública gubernamental.  

Lo cierto es que al encontrarse inmerso dentro del numeral constitucional que consagra la libertad de expresión, el legislador, aunque fuera inconscientemente, concretó un inseparable binomio: libre expresión de las ideas- derecho de todos de conocerlas.

El Doctor Villanueva Villanueva, nos advierte, además, que de acuerdo a los artículos 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 10 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el bien jurídicamente protegido, no sólo es la libertad de expresión, sino la libertad de recibir, investigar y difundir información por cualquier medio de expresión...”

Y con lo que se demuestra que el derecho público subjetivo que analizamos, no sólo debe referirse a la información que se origina por los entes gubernamentales, sino también sobre todas aquéllas noticias que interesan a la sociedad civil.

Aunque superados los escollos respecto al contenido del derecho a la información, resulta interesante dar una breve revisión a la única ley secundaria que se deriva de la parte final del artículo 6º constitucional, y que reforzarán nuestros anteriores argumentos.
I.3 Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

En su exposición de motivos se demuestra que lo incorporado a la Carta Magna fue el género derecho a la información y no su especie relativa a la información pública: “…De hecho, el derecho a la información, en su vertiente de acceso a la información pública, ha adquirido notoria importancia en el mundo de las ideas políticas, sociales y jurídicas del pensamiento contemporáneo; al grado de que se le considera como uno de los rasgos más distintivos de los Estados constitucionales modernos
.  

Ya que si el derecho público subjetivo que quiso incorporarse a la Constitución es el derecho a la información pública gubernamental, entonces existió una grave imprecisión jurídica al añadirlo en el artículo 6º que consagra la libertad de expresión, ya que debió hacerse, en todo caso, en el artículo 8º constitucional.

Esta ley secundaria, en su artículo 4º fracción I, establece como su primer objetivo, que toda persona pueda tener acceso a la información mediante procedimientos sencillos y expeditos. Hasta aquí, el numeral actúa como fiel reproductor de la voluntad constitucional y no limita el ámbito generador de la información.  

Sin embargo, es la fracción II la que limita o especializa dicho ámbito al establecer: “... II. Transparentar la gestión pública mediante la difusión de la información que generan los sujetos obligados...”  y éstos resultan ser, de acuerdo al artículo 3º del mismo ordenamiento, los tres poderes federales y los órganos constitucionales autónomos.
Por lo que hace al contenido de la información, con las salvedades que la propia ley consigna en tratándose de protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados, información reservada y de seguridad nacional, las fracciones III y V del citado numeral, nos dicen que se refiere a los documentos que los sujetos obligados generen, obtengan, adquieran, transformen o conserven por cualquier título.

Así como que estos, pueden referirse a expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades o la actividad de los  sujetos obligados y sus servidores públicos, sin importar su fuente o fecha de elaboración. 

Finalmente, que dichos documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico.
De acuerdo a lo analizado hasta este punto, creemos que el derecho a ser informados se nutre, esencialmente, y más en estos tiempos de comunicaciones electrónicas, en los medios por los cuales llega dicha información. Es decir, el hecho de que quién esté obligado a garantizarlo sea el gobierno, no implica que sólo él sea el generador de informes a la ciudadanía, sino que se refiere a que es él quién está encargado de que toda la información de interés público llegue a sus gobernados de forma fidedigna, oportuna y apegada al marco jurídico vigente.

Estimamos que para completar el imperfecto marco jurídico con el que se ha pretendido garantizar este derecho público subjetivo, debe adecuarse, en este mismo sentido, la legislación que regula a los medios de comunicación, especialmente la televisión.

I.4  Ley Federal de Radio y Televisión.

Es el artículo 58 de dicha ley, que establece: “...El derecho de información, de expresión y de recepción, mediante la radio y la televisión, es libre y consecuentemente no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa ni de limitación alguna ni censura previa, y se ejercerá en los términos de la Constitución y de las leyes.

No obstante la remisión que la parte final del citado artículo hace del ceñimiento constitucional sobre el derecho de información, no se encuentra en ningún otro numeral de esta ley, la forma en que el gobierno garantizará el ejercicio de los gobernados.

Independientemente de la previsión que este ordenamiento hace sobre programas sobre temas educativos, culturales y de orientación social, es a través de la interpretación de los artículos 60 y 62, es en donde puede encontrarse la obligación de los medios de comunicación de otorgar la información a que tienen derecho los ciudadanos.

El artículo 60 dispone: “...Los concesionarios de estaciones radiodifusoras comerciales y los permisionarios de estaciones culturales y de experimentación, están obligados a transmitir gratuitamente y de preferencia:

I.- Los boletines de cualquier autoridad que se relacionen con la seguridad o defensa del territorio nacional, la conservación del orden público, o con medidas encaminadas a prever o remediar cualquier calamidad pública;

II.- Los mensajes o cualquier aviso relacionado con embarcaciones o aeronaves en peligro, que soliciten auxilio...”.

Y el artículo 62, establece que: “...Todas las estaciones de radio y televisión en el país, estarán obligadas a encadenarse cuando se trate de transmitir informaciones de trascendencia para la nación, a juicio de la Secretaría de Gobernación...”

No obstante, dicho ordenamiento es omiso respecto al servicio que los medios de comunicación, especialmente la televisión, deben prestar en materia de derecho a la información.

Quizás sea ésta ausencia de regulación la que haya propiciado los excesos que se cometen en el desarrollo de los programas televisivos denominados “Noticieros”, y que es parte esencial del presente trabajo.

Sin dejar de reconocer la importante aportación que han hecho y hacen a la difusión de noticias e información de interés público a favor de la sociedad civil, y del propio gobierno, se trata también de una actividad que se encuentra sin regulación específica y que se convierte, en consecuencia, en un problema de legalidad que puede, entre otros, ocasionar, como lo pretendemos demostrar en este trabajo, una obstrucción en la investigación y persecución de los delitos.

Géneros periodísticos

Aunque en ellos se incluyen a la noticia, la entrevista, la crónica, el reportaje, la columna, el artículo y la editorial, para los efectos de este trabajo, nos limitamos a estudiar únicamente a los primeros cuatro.

II.1 Noticia o nota informativa.

Para Carlos Marín
 ésta es el género fundamental del periodismo, el que nutre a todos los demás, y cuyo propósito es dar a conocer los hechos de interés colectivo.

Apunta que: “...en la noticia no se dan opiniones: se informa del hecho y nada más. El periodista no califica lo que informa...”, sin embargo, reconoce que no es, como todos los demás, un género objetivo, porque la sola valoración de los datos con que se procesa implica un juicio por parte del periodista, pero nos dice que la noticia o nota informativa es el menos subjetivo de los géneros.

II.2 Entrevista.

Carlos Marín nos dice que se llama así a la conversación con propósitos de difusión que sostienen un periodista y un entrevistado, y que a través del diálogo se recogen noticias, datos, opiniones, comentarios, interpretaciones, juicios de interés social.

Agrega que: “... a la entrevista que en lo fundamental recaba informaciones se le llama noticiosa o de información; a la que principalmente recoge opiniones y juicios se le conoce como entrevista de opinión, y a la que sirve para que el periodista realice un perfil- profesional, psicológico y físico del entrevistado- se le llama de semblanza.

II.3 Crónica.

Es la narración temporal de un acontecimiento, nos expresa Marín, con frecuencia en el orden en que éste se desarrolló, y que se caracteriza por transmitir, además de información, las impresiones del cronista.

Apunta que se distinguen tres tipos de crónica: 1.- La informativa en que el cronista se limita a informar sobre un suceso, sin emitir opiniones; 2.- La opinativa, que es cuándo el cronista informa y opina simultáneamente; y 3.- La interpretativa, que es cuando el cronista ofrece datos informativos esenciales pero, sobre todo, interpretaciones y sus juicios.

II.4 Reportaje.

Para el Maestro Luis Velásquez Rivera
, el reportaje es el género periodístico por excelencia: el más alto desafío para un reportero profesional. Nos dice además que en su estructura se conjugan tanto los géneros periodísticos como los literarios. Desde la noticia y la crónica hasta la narración y la descripción. Novela, cuento, poema en prosa, también forman parte de su ingrediente.

Señala que a diferencia de la noticia, que a veces roza la superficie de los sucesos, y de la crónica, que narra a los lectores los hechos simples, el reportaje profundiza en cada uno de los fenómenos descritos. Investiga todos y cada uno de los vericuetos de la información y los da a conocer al público. 

Y apunta que: “...informa de datos que con frecuencia se dejan de conocer en la noticia de todos los días, por falta de tiempo para ahondar en la verdad cotidiana. Documenta la realidad, paso a paso. Es como una novela que va contando a los lectores los entresijos de los acontecimientos, pero al revés. Destaca que mientras en la novela se comienza por lo sencillo para llegar a lo extraordinario, en el reportaje se comienza por lo impactante y sobresaliente para alcanzar lo simple, aun cuando también resulta de interés para el público...”

Nos dice que el reportaje implica una alta responsabilidad social. Escrupulosidad a prueba de bomba, para que cada párrafo, frase, dato, sean incuestionablemente ciertos, fundamentados, hasta con pruebas jurídicas, testimonios inapelables.

Advierte que en la noticia se puede inculpar al entrevistado de una declaración, pero en el reportaje la demostración de los hechos se hace con fundamento jurídico. En la noticia se puede decir que Wenceslao Pérez es presunto culpable de un homicidio. Pero que en el reportaje se está obligado a demostrarlo, de igual manera como el juez dictamina la sentencia.

Importante destacar que para el Maestro Velásquez Rivera, el reportaje, como la nota y la entrevista, pertenece al terreno informativo.

Finalmente, puntualiza que mientras el artículo y el editorial interpretan el suceso: analizan todos y cada uno de los datos más significativos del fenómeno social que se aborda, el reportaje, en cambio, informa. Desmenuza los enredos más complejos del hecho social. Documenta, investiga, denuncia, describe, narra. El reportaje es, según su opinión, el género periodístico que informa de un hecho y esclarece dudas.

Por su parte, Carlos Marín nos expresa: “...Los reportajes amplían, completan y profundizan la noticia para explicar un problema, plantear y argumentar una hipótesis o contar un suceso...” “... Del ejemplo del fraude de empresarios podría surgir un reportaje en el que se reconstruyera toda la trama: desde las maquinaciones hasta las aprehensiones. Para este trabajo habría que apoyarse en declaraciones judiciales, entrevistas y demás testimonios. Sería interesante dar a conocer cómo se realizó la captura, relatar dónde estaban y que hacían los implicados, etcétera...”

Importante destacar que para este periodista: “...El reportaje es una creación personal, una forma de expresión periodística que, además de los hechos, recoge la experiencia personal del autor. Esta experiencia, sin embargo, impide al periodista la más pequeña distorsión de los hechos. Aunque está permitido hacer literatura, un reportaje no es, en sentido estricto, una novela ni algún otro género de ficción...”

II.4.1  El desarrollo del reportaje.

Nos dice al respecto el Maestro Velásquez Rivera
 que es el reportaje social aquel que recurre al registro público de la propiedad, al notario público, a la consultora jurídica, a la entrevista con expertos, al rastreo de los hechos, a la hoja parroquial, al cruce informativo de datos, a la confrontación de las fuentes, al tip que se investiga, a la información extraoficial doblemente confirmada. 

Apunta que: “...a veces transcurren los días sin que el reportero encuentre el hilo de la madeja informativa. Puede, quizá, tener la evidencia de un hecho. Saber con exactitud que un hombre de la administración pública o privada ha cometido un fraude, tener la certidumbre de que existe delito que perseguir, pues el secretario particular, resentido con el jefe, pudo haber cometido una indiscreción y aportar al reportero datos fidedignos. Pero faltará la evidencia jurídica, la prueba irrefutable, el documento aprobatorio. Y entonces, por más seguros que estemos, sin el documento, el reportaje se detiene y frena...”

La advertencia, por cierto poco seguida, que da el Maestro Velásquez Rivera, respecto a la preparación del reportaje, resulta aquí oportuna e importante: “...Por principio de cuentas, debemos insistir en un hecho: para informar a los lectores (en este caso a los televidentes), un reportero necesita estar informado. Nada puede informar quien nada, poco o deficientemente sabe o conoce...”

Respecto a los principios que debe respetar el reportero en su labor, resulta importante destacar lo que el Doctor Villanueva Villanueva nos expone respecto al secreto profesional: 

“...El periodista tiene el deber moral y ético de proteger el anonimato de la persona que le proporciona información, en el entendimiento que, en la duda, será considerado confidencial en cuanto a la fuente...Que el informador, al servir al bienestar público, tiene el mismo derecho a un privilegio legal especial que el médico, el sacerdote o el abogado, a quienes se les reconoce legalmente el derecho a mantener el secreto profesional, por no mencionar a otras personas al margen de estas profesiones tradicionales que gozan también de esa protección...”

Por su parte, Carlos Marín nos dice: “... El reportero debe tener en cuenta:

...b) El acatamiento de las normas éticas, fundadas en la educación y convicción del reportero y en el conocimiento de los preceptos legales básicos. Por dar una idea: no puede incitarse al linchamiento de nadie por ninguna causa; lo que procedería es la búsqueda de declaraciones de gente autorizada para que se apliquen las leyes respectivas, o sugerir sanciones más severas que las establecidas...”

II.4.2 Especies de reportajes.


El Maestro Velásquez Rivera, nos indica que existen reportajes de todo tipo: turísticos, religiosos, artísticos, demográficos, económicos, agrarios, indígenas y otros. Pero, advierte que el reportaje por excelencia es el social.

Para Carlos Marín, existen 5 clases de reportajes a saber
:

1.- Reportaje demostrativo. Prueba una tesis, investiga un suceso, explica un problema;

2.- Reportaje descriptivo. Retrata situaciones, personajes, lugares y cosas;

3.-Reportaje narrativo. Relata un suceso, hace la historia de un acontecimiento;

4.- Reportaje instructivo. Divulga un conocimiento científico o técnico; ayuda a los lectores a resolver problemas cotidianos;

5.- Reportaje de entretenimiento. Sirve principalmente para hacer pasar un rato divertido al lector, para entretenerlo...”

II.4.3 Reportaje de denuncia.

No obstante que los tipos de reportaje descritos, son producto de una clasificación realizada por los especialistas en la materia, estimamos que hoy en día ha aparecido, dentro de este género periodístico, un nuevo tipo, y al cual se le ha definido, inclusive en los propios programas televisivos, como reportaje de denuncia.

En él, como actualmente podemos constatar los lectores, radioescuchas o espectadores, el reportero, ante los indicios que le son proporcionados por  fuentes de información, busca propiciar escenarios en los que se confirme la comisión de ilícitos de todo tipo.

Las formas o métodos en que dicho reportaje, se prepara y desarrolla son, entre otras, son:

1.- Utilización de cámaras o grabadoras ocultas;

2.- Personificación, por parte de el o los reporteros, de supuestos clientes de servicios, peticionarios de resoluciones o aprobaciones de la autoridad o adquirientes de bienes;

3.- Preparación de diálogos o cuestionamientos, por parte de los reporteros ocultos, relativos a sobornos, dádivas, demanda de bienes sin comprobación de propiedad o de servicios indebidos, o invitaciones al quebrantamiento de disposiciones legales, entre otras.

Entre los temas recurrentes de este tipo de reportajes son, por ejemplo, la cámara oculta de un reportero que se hace pasar por un simple cliente que entra al barrio de tepito, en el centro de la Capital de la República Mexicana, y pregunta, ofrece y adquiere artículos de dudosa procedencia o de los denominados “piratas”, o cuando se hacen pasar por pacientes de clínicas clandestinas en donde se obtienen declaraciones sobre la práctica de abortos, etcétera.

Tipo de reportaje que, contraviene diversos de los principios expuestos para este género periodístico, y que así se ha denominado debido a que su afán o propósito es denunciar actos o hechos, normalmente tipificados como delitos, por medio de una investigación encubierta o la franca incitación al delito de las personas involucradas.

Reportaje que consideramos es el que ha tenido mayor incidencia en los medios de comunicación en la actualidad, debido, por un lado, a los niveles de audiencia que consigue, por su espectacularidad y el escándalo que generalmente origina.

Por otro lado, debido a lo expuesto al inicio de este trabajo, y que se refiere al descrédito que viven hoy en día las instituciones creadas legalmente para la prevención y persecución de los delitos, así como las destinadas a la impartición de justicia en México, y que ha originado, justificadamente o no, una reacción por parte de la sociedad civil que, ante tal situación, crea mecanismos alternativos de defensa ante la creciente criminalidad, situación a la que los medios de comunicación, con el enorme poder que han asumido ante la sociedad civil, no han sido ajenos.

II.4.4 El reportaje televisivo.
El principal medio de comunicación en México, y quizás en la mayoría de los países, es la televisión. Es en ella, en la que se observan los más altos índices de audiencia, y en consecuencia, se convierte en el conducto por el que en mayor medida la ciudadanía se entera de la información de interés público.

En este orden de ideas, e igualmente originado por la competencia de audiencia, se ha observado en los últimos años una proliferación, en todos los canales televisivos, de espacios dedicados a los noticieros.

Utilizando la muy generalizada sentencia de nuestro mundo actual, sobre la necesidad de vivir informado, este medio de comunicación emplea dichos espacios informativos, no sólo para estrictamente informar, sino además, y muy señaladamente, para crear opinión.

Y es que, día a día, observamos en los noticieros televisivos, un período de tiempo dedicado al descubrimiento, por parte de los reporteros, de alguna situación, hecho o conducta que han sido advertidos, normalmente de forma oculta, y que constituyen alarmas sobre el quebrantamiento de la paz social, la seguridad pública o las normas éticas, sociales, culturales o jurídicas.

En este sentido, Jenaro Villamil
 nos dice que: “...las noticias son, ante todo, imágenes filmadas y mientras más espectaculares sean tendrán mayor viabilidad comercial, es decir, mayor rating...En este sentido, no importa el criterio de veracidad, que es un valor periodístico, sino el de espectacularidad, que ha ganado la batalla en el ámbito televisivo...” Y agrega que: “...Ante esta predisposición, las imágenes de los noticiarios televisivos no responden a ninguno de los criterios de búsqueda de la información sino de naturalismo comercial que impone la agenda del espectáculo televisivo...”

Significativo para los propósitos de este trabajo, su afirmación de que: “...la proliferación de tele-notas light, sin contextualización y presentadas como “reportajes especiales” constituyen el mayor vicio de la televisión mexicana actual...”

Así como que: “...En estos momentos, el principal dilema ético de los noticiarios de las dos televisoras (Televisa y TV Azteca) radica en cómo recuperar la credibilidad frente a la mercantilización de la información...”

Y con este último propósito, es que se encuentra inmerso el citado reportaje de denuncia.

Y en muchas ocasiones el límite entre el oficio periodístico y la función propia que corresponde a instituciones públicas, puede ser en la práctica, y ante el vacío legal existente, muy tenue y carente de relevancia, tanto para los reporteros, como para el público receptor.

Prohibiciones en materia de información Televisiva
Si bien es cierto que, como nos advierte el Doctor Villanueva Villanueva, las atribuciones de control y vigilancia que establece la legislación en la materia, especialmente la Ley Federal de Radio y Televisión, y que corresponden a las secretarías de Gobernación y de Comunicaciones y Transporte, normalmente descansan en consideraciones que rebasan el marco legal, pues introducen elemento subjetivos de naturaleza antijurídica, determinando, respecto a conceptos tales como “ contrario a las buenas costumbres” o “expresiones maliciosas”, u otros, qué se ajusta y que no a  la ley, y por tanto, coloca en estado de indefensión jurídica a concesionarios y permisionarios
.

Pero también lo es que dentro de estas legislaciones, nos encontramos con normas que, para los efectos del presente trabajo, se encuentran acordes a la necesaria delimitación de la función social de informar.

III.1 La Ley de Imprenta.

Es el 12 de abril de 1917 que aparece publicada esta ley, siendo Primer Jefe del Ejército Constitucionalista y Encargado del Poder Ejecutivo de la Nación,  Venustiano Carranza.

Ordenamiento que surge de la necesidad que aquél momento histórico demandaba de poner orden ante una extensa guerra de calumnias e incitaciones públicas a la rebelión, y que durante largos años ha sido considerada letra muerta, por su difícil aplicación práctica y la supuesta limitante que ejerce a la libertad de prensa.

Resulta importante para los fines del presente trabajo, que sí aplica a la televisión por ser un medio audiovisual de comunicación pública, aunque las sanciones económicas establecidas para su contravención sean hoy en día ridículas, lo que disponen los artículos siguientes.

Artículo 1, fracción III: “... constituyen ataques a la vida privada:...Todo informe, reportazgo o relación de las audiencias de los jurados o tribunales, en asuntos civiles o penales, cuando refieran hechos falsos o se alteren los verdaderos con el propósito de causar daño a alguna persona, o se hagan, con el mismo objeto, apreciaciones que no estén ameritadas racionalmente por los hechos, siendo éstos verdaderos...”

Artículo 3, fracción I: “...constituye un ataque al orden o a la paz pública: I.-Toda manifestación o exposición maliciosa hecha públicamente por medio de discursos, gritos, cantos, amenazas, manuscritos, o de la imprenta, dibujo, litografía, fotografía, cinematógrafo, grabado o de cualquier otra manera, que tenga por objeto desprestigiar, ridiculizar o destruir las instituciones fundamentales del país; o con los que se injuria a la Nación Mexicana, o a las Entidades Políticas que la forman...”

Artículo 7º: “...En los casos de los artículos 1o., 2o. y 3o. de esta Ley, las manifestaciones o expresiones se considerarán hechas públicamente cuando se hagan o ejecuten en las calles, plazas, paseos, teatros u otros lugares de reuniones públicas, o en lugares privados pero de manera que puedan ser observadas, vistas u oídas por el público...”

Artículo 9: “...Queda prohibido: I.-Publicar los escritos o actas de acusación en un proceso criminal antes de que se dé cuenta con aquellos o éstas en audiencia pública; II.-Publicar en cualquier tiempo sin consentimiento de todos los interesados, los escritos, actas de acusación y demás piezas de los procesos que se sigan por los delitos de adulterio, atentados al pudor, estupro, violación y ataques a la vida privada; III.-Publicar sin consentimiento de todos los interesados las demandas, contestaciones y demás piezas de autos en los juicios de divorcio, reclamación de paternidad, maternidad o nulidad de matrimonio, o diligencia de reconocimiento de hijos y en los juicios que en esta materia puedan suscitarse; IV.-Publicar lo que pase en diligencias o actos que deban ser secretos por mandato de la ley o por disposición judicial...”

III.2 Prohibiciones en la Ley Federal de Radio y Televisión.

Por su parte, el artículo 64 de la Ley Federal de Radio y Televisión, dispone que: “... No se podrán transmitir: I.- Noticias, mensajes o propaganda de cualquier clase, que sean contrarios a la seguridad del Estado o el orden público...”

Así como lo establecido en el artículo 66: “...Queda prohibido interceptar, divulgar o aprovechar, los mensajes, noticias o informaciones que no estén destinados al dominio público y que se reciban por medio de los aparatos de radiocomunicación...”.

El Ministerio Público en México

IV.1. El artículo 21 constitucional.
De conformidad con el sistema jurídico vigente que rige en México, y como lo establece el artículo 21 constitucional, la investigación y persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público.

Respecto a los antecedentes de esta institución en nuestro país, el Licenciado José Aguilar y Maya
 nos dice que en la Constitución de Apatzingan se reconoció la existencia de los fiscales como auxiliares de la administración de justicia, estableciéndose que habría dos de ellos, ambos letrados, uno para el ramo civil y otro para el ramo criminal, y nombrados por el Poder Legislativo, a propuesta del Ejecutivo.

En la Constitución de 1824 se conserva la existencia del fiscal, como funcionario integrante de la Suprema Corte de Justicia, y apunta el Licenciado Aguilar y Maya, que en la Constitución de 1857 continúan los fiscales con la misma categoría que los ministros de la corte, pero que en ella aparece, por vez primera en el derecho mexicano, la designación de “Procurador General”.

Agrega que: “...Fue hasta 1900 cuando el fiscal y el Procurador General dejaron de ser partes componentes de la Suprema Corte de Justicia, previniéndose, entonces, que una Ley especial organizaría el Ministerio Público Federal...” “...La primera Ley Orgánica de la Institución fue promulgada el 16 de diciembre de 1908...”

Sin embargo, el Licenciado Juventino V. Castro
, nos comenta que la existencia de esta institución adquiere carta de naturalización legal en México en la Constitución de 1917: “...El artículo 21 de la Constitución de 1857, establecía la exclusividad de la autoridad judicial en la aplicación de las penas “propiamente tales”....”...contemplaba solamente el acto antisocial de los individuos y las autoridades que podían sancionarlos. Pero el titular del ejercicio de la acción procesal, sobre todo en esa materia penal, no se mencionaba siquiera, y todo tendría que girar alrededor de la autoridad judicial que constitucionalmente era reconocida como la competente para intervenir en la aplicación de las “penas propiamente tales”, o sea la materia penal...”

El enviciamiento en esa época de los procedimientos persecutorios de los delitos, nos dice el Licenciado Castro, debe ser evaluado utilizando el Mensaje y Proyecto de Constitución de don Venustiano Carranza.

Interesantes las reflexiones del entonces Jefe del Gobierno Constitucionalista, citadas por dicho autor, y que, para los propósitos de este trabajo, transcribimos en sus partes conducentes:

“...Los jueces mexicanos han sido, durante el periodo corrido desde la consumación de la independencia hasta hoy, iguales a los jueces de la época colonial; ellos son los encargados de averiguar los delitos y buscar las pruebas, a cuyo efecto siempre se han considerado autorizados a emprender verdaderos asaltos contra los reos, para obligarlos a confesar, lo que  sin duda alguna desnaturaliza las funciones de la judicatura....”

“...La misma organización del Ministerio Público, a la vez que enviará ese sistema procesal tan vicioso, restituyendo a los jueces toda la dignidad y toda la responsabilidad de la magistratura, dará al Ministerio Público toda la importancia que le corresponde, dejando exclusivamente a su cargo la persecución de los delitos, la busca de los elementos de convicción, que ya no se hará por procedimientos atentatorios y reprobados y la aprehensión de los delincuentes....”

Es esta representación social, como también se le denomina, que en nuestro país, como en muchos otros,  se constituye como el único órgano facultado para ejercer la acción penal. Es a ella, a quién, personas físicas o morales, deben acudir para denunciar hechos o actos que presumiblemente sean constitutitos de un delito.

En palabras del Licenciado José Aguiar y Maya: “... La evolución del Ministerio Público en México no es más que en un aspecto de la evolución general que la institución ha venido ofreciendo desde la última mitad del siglo pasado, en todos los países del mundo. Ya Napodano apuntaba, hace cincuenta años, que la tendencia de la legislación italiana era la de destacar siempre más, en el Ministerio Público, las calidades de una verdadera magistratura independiente...”

IV.2. La investigación y persecución de los delitos.
La atribución constitucional del Ministerio Público de investigar y perseguir los delitos, según el Licenciado César Augusto Osorio y Nieto
, se refiere a dos momentos procedimentales: el pre procesal y el procesal, y nos dice que el primero abarca precisamente la averiguación previa, constituida por a actividad investigadora tendiente a decidir sobre el ejercicio o abstención de la acción penal con base en el conocimiento de la verdad histórica.

Por su parte, el Licenciado Juventino Castro agrega que en virtud del contenido del artículo 21 constitucional, el legislador establece a la autoridad judicial como aquella que en forma exclusiva “impone las penas”, obviamente cuando éstas se merezcan, y establece que quien “persigue los delitos” no es esa autoridad judicial, sino una administrativa a quien se le denomina Ministerio Público.

Así como puntualiza que: “...Por supuesto que en esta estructura el Ministerio Público sólo es autoridad mientras investiga los delitos. Cuando convoca a la autoridad judicial, a la cual se vincula jurisdiccionalmente, deja de ser autoridad, se convierte en parte dentro del proceso que se puede incoar si así lo resuelve soberanamente el Juez, y se iguala al procesado, y su técnico defensor, lográndose así el llamado “contradictorio”, con partes pares. Estas deberán convencer de su respectivo punto de vista a la autoridad judicial, única que condena o absuelve...”

En consecuencia, el ejercicio de la acción penal es el resultado de una labor de recopilación de datos surgidos de declaraciones, documentos, peritajes u otros elementos de información, a los que puede englobarse dentro de un proceso denominado de instrucción, o bien, calificado como de integración de la averiguación previa o de investigación.

El Licenciado Castro, nos dice que el hecho de que el Ministerio Público debe ejercitar la acción penal pública que corresponde al Estado, plantea una de las controversias del moderno Derecho Penal al respecto. Y al respecto, expresa que: “...Se sabe bien que el derecho de castigar- el ius puniendo de los romanos- corresponde a la sociedad lesionada por la conducta ilícita de sus miembros que rompe la armonía y la convivencia pacífica de ellos, y se ubica en el Estado como representante de esa sociedad...”

“...Por ello el Estado debe forzosamente perseguir el delito- principio de legalidad- y no juzgar bajo conceptos subjetivos que pudieren sugerir la conveniencia de no perseguir ciertas situaciones ilícitas por la trascendencia de sus consecuencias- principio de oportunidad-. Mientras las leyes no dispongan lo contrario, el Ministerio Público debe ejercer su acción persecutoria, siempre y cuando los requisitos y condiciones que ordena la ley se cumplan...”

IV.3 La Policía Judicial

Es el propio artículo 21 constitucional el que dispone que el Ministerio Público se auxiliará con una policía que estará bajo su autoridad y mando inmediato.

Respecto al auxilio policial al Ministerio Público, contenido en dicho precepto constitucional, nos advierte el Licenciado Osorio y Nieto que: “...anteriormente el citado precepto se refería a... la “policía judicial”; mediante reforma constitucional se suprimió el término “judicial”, para quedar únicamente como “policía”...”
, ya que como ha señalado el Licenciado Juventino V. Castro en su obra “La Procuración de Justicia”, esa denominación se quedó como una resabio de los tiempos en que los jueces eran al mismo tiempo investigadores y juzgadores, y la policía que se encontraba a sus órdenes tomó el calificativo de judicial.

La necesidad del auxilio, nos indica el Licenciado Osorio y Nieto, se refiere a que en múltiples ocasiones la investigación de los hechos materia de la averiguación requerirá conocimientos especializados de policía, los cuales no siempre posee el Ministerio Público...”
, y agregaríamos nosotros que, así es en tratándose de la función investigadora, ya que en la relativa a la persecución de los delitos, tal auxilio se referirá al ejercicio legal de la fuerza pública.

Al respecto, el artículo 3º del Código Federal de Procedimientos Penales, dispone que: “... La Policía Judicial Federal actuará bajo la autoridad y el mando inmediato del Ministerio Público Federal, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
“... Dentro del periodo de averiguación previa, la Policía Judicial Federal está obligada a:

I. Recibir las denuncias sobre hechos que puedan constituir delitos del orden federal, sólo cuando debido a las circunstancias del caso aquéllas no puedan ser formuladas directamente ante el Ministerio Público, al que la Policía Judicial Federal informará de inmediato acerca de las mismas y de las diligencias practicadas. Las diversas policías, cuando actúen en auxilio del Ministerio Público Federal, inmediatamente darán aviso a éste, dejando de actuar cuando él lo determine;

II. Practicar, de acuerdo con las instrucciones que le dicte el Ministerio Público Federal, las diligencias que sean necesarias y exclusivamente para los fines de la averiguación previa;

III. Llevar a cabo las citaciones, notificaciones y presentaciones que el Ministerio Público Federal ordene; y

IV. Realizar todo lo demás que señalen las leyes...”

“...En el ejercicio de la función investigadora a que se refiere este artículo, queda estrictamente prohibido a la Policía Judicial Federal recibir declaraciones del indiciado o detener a alguna persona, fuera de los casos de flagrancia, sin que medien instrucciones escritas del Ministerio Público, del juez o del tribunal...”

IV.4 El Ministerio Público Investigador

Nos dice el Licenciado Osorio y Nieto que el Ministerio Público debe iniciar su función investigadora partiendo de un hecho que razonablemente pueda presumirse delictivo, pues de no ser así, sustentaría la averiguación previa en una base endeble, frágil, que podrá tener graves consecuencias en el ámbito de las garantías individuales jurídicamente protegidas.

IV.4.1 La Averiguación Previa.

Para el Licenciado Osorio y Nieto, ésta es la etapa procedimental durante la cual el órgano investigador realiza todas aquellas diligencias necesarias para conocer la verdad histórica de un hecho posiblemente delictivo, y en su caso, comprobar, o no, el cuerpo del delito y la probable responsabilidad y optar por el ejercicio o abstención de la acción penal.

Así mismo, agrega que toda averiguación previa se inicia mediante una noticia que puede ser proporcionada por un particular, un agente o miembro de una corporación policiaca o cualquier persona que tenga conocimiento de la ejecución de un hecho presumiblemente delictivo, perseguible por denuncia, y agregamos que también puede iniciarse con la presentación de una querella.

En este sentido, el autor nos recuerda, en atención a los requisitos de procedibilidad, que la denuncia es la comunicación que hace cualquier persona al Ministerio Público de la posible comisión de un delito perseguible de oficio, y que la querella como una manifestación de voluntad, de ejercicio potestativo, formulada por el sujeto pasivo o el ofendido con el fin de que el Ministerio Público tome conocimiento de un delito no perseguible de oficio.

En este sentido, el artículo 113 del Código Federal de Procedimientos Penales, dispone que la averiguación previa no podrá iniciarse de oficio en los casos siguientes:

I.- Cuando se trate de delitos en los que solamente se pueda proceder por querella necesaria, si ésta no se ha presentado.

II.- Cuando la ley exija algún requisito previo, si éste no se ha llenado.

Y señalamos, muy destacadamente, que dicho numeral agrega que: “... Si el que inicia una investigación no tiene a su cargo la función de proseguirla, dará inmediata cuenta al que corresponda legalmente practicarla...”

Pero debe advertirse que el legislador con ello no se refirió, obviamente, a un particular, sino a otro funcionario o agente policiaco. Así lo confirma el numeral 127 del propio ordenamiento, y además agrega que si el Ministerio Público lo estima conveniente para el éxito de la averiguación, podrá encomendar a quien la haya iniciado, que la continúe bajo su dirección, debiendo el funcionario o agente comisionado acatar sus instrucciones y hacer constar esa intervención en el acta respectiva.

IV.4.2 Declaraciones.

De conformidad con lo establecido por el artículo 125 del código adjetivo señalado, el Ministerio Público que inicie una averiguación previa podrá citar para que declaren sobre los hechos que se averigüen, a las personas que por cualquier concepto participen en ellos o aparezcan tengan datos sobre los mismos. 

Así como indica que las formalidades en que deberá ser rendida dicha declaración es por medio de una acta circunstanciada, y en la que se hará constar quién mencionó a la persona que haya de citarse, o por qué motivo el funcionario que practique las diligencias estimó conveniente hacer la citación, y que quién la rinda tendrá derecho a hacerlo asistido por un abogado nombrado por él.

La razón de ello responde a la elemental garantía de legalidad que asiste a todo ciudadano, y en especial, a efecto de que el abogado pueda impugnar las preguntas que se hagan al declarante si éstas son inconducentes o contra derecho, con la salvedad de que no podrá producir ni inducir las respuestas de su asistido.

IV.4.3 Comprobación del cuerpo del delito.

Dentro de las disposiciones que les son comunes tanto a la averiguación previa, como a la fase de instrucción en el juicio penal, se encuentran las referentes a los medios de prueba admitidos por la ley, y por los cuales, se puede llegar a comprobar el cuerpo del delito.

Este puede entenderse, de acuerdo al ordenamiento que analizamos, como el conjunto de los elementos objetivos o externos que constituyen la materialidad del hecho que la ley señala como delito, así como los normativos, en el caso de que la descripción típica lo requiera.

Por ello, la probable responsabilidad del indiciado se tendrá por acreditada cuando, de los medios probatorios existentes, se deduzca su participación en el delito, la comisión dolosa o culposa del mismo y no exista acreditada a favor del indiciado alguna causa de licitud o alguna excluyente de culpabilidad.

Dispone el artículo 180 que: “... Para la comprobación del cuerpo del delito y de la probable responsabilidad el indiciado, el Ministerio Público y los tribunales gozarán de la acción más amplia para emplear los medios de investigación que estimen conducentes según su criterio, aunque no sean de los que menciona la ley, siempre que estos medios no sean contrarios a derecho...”

IV.4.4 Medios de prueba

El código adjetivo establece la admisión de todo aquello que se ofrezca como prueba, siempre que pueda ser conducente, y que no vaya contra el derecho.

Importante señalar que, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 207 y 287 del citado código y del artículo 20, fracción II de la Constitución Política, la confesión ante el Ministerio Público y ante el juez deberá reunir los siguientes requisitos:

I.-Que sea hecha por persona no menor de dieciocho años, en su contra, con pleno conocimiento, en pleno uso de sus facultades mentales, y sin coacción, ni violencia física o moral, quedando, por tanto, prohibida y sujeta a sanción por la ley penal, toda incomunicación, intimidación o tortura;

II.- Que sea hecha ante el Ministerio Público o el tribunal de la causa, con la asistencia de su defensor o persona de su confianza, y que el inculpado esté debidamente informado del procedimiento y del proceso;

III.-Que sea de hecho propio, constitutivo del tipo delictivo materia de la imputación; y

IV.-Que no existan datos que, a juicio del juez o tribunal, la hagan inverosímil.

Debe advertirse, en relación a esta prueba, que carece de todo valor la rendida ante cualquier autoridad distinta del Ministerio Público o del juez, o ante éstos sin la asistencia de un defensor, y que no podrá consignarse a ninguna persona si existe como única prueba. 

Así como que la Policía Judicial podrá rendir informes pero no obtener confesiones; si lo hace estas carecerán de todo valor probatorio, sólo tendrán valor de testimonios que deberán complementarse con otras diligencias de prueba que practique el Ministerio Público, para atenderse en el acto de la consignación, pero en ningún caso se podrán tomar como confesión lo asentado en aquéllas.

Por lo que se refiere a los documentos públicos, de conformidad con el artículo 280 del código adjetivo penal, harán prueba plena, salvo el derecho de las partes para redargüirlos de falsedad y para pedir su cotejo con los protocolos o con los originales existentes en los archivos.

Atento a lo dispuesto por el artículo 129 del Código de Procedimientos Civiles, son documentos públicos aquellos cuya formación está encomendada por la ley, dentro de los límites de su competencia, a un funcionario público revestido de la fe pública, y los expedidos por funcionarios públicos, en el ejercicio de sus funciones.

Consideraciones sobre delitos aplicables al reportaje de denuncia
Constituye parte medular del presente trabajo, la ubicación de el o los delitos que se cometen al extralimitarse o, mejor dicho, desvirtuarse el género periodístico del reportaje, especialmente en la televisión, y con motivo de los denominados reportajes de denuncia.

Una primera aproximación al problema, nos sugiere diversos delitos ya tipificados, como puede ser el de la obtención de declaraciones sin consentimiento de sus emisores, y por medio de grabadoras o cámaras de video ocultas.

Sin embargo, nuestro propósito se ubica en un contexto más general, y por tanto, pretende dejar asentada una seria preocupación por la probable tipicidad de algunos delitos en esta actividad periodística, que estamos claros que resultará polémica por lo siguiente:

1.- Se enfrenta directamente con una de las garantías individuales más caras de las sociedades democráticas: la libertad de prensa; y

2.- El análisis de los tipos penales que se desarrollan adelante, y que como se observará, pueden no adecuarse al caso planteado, debido a algunos de los argumentos de los autores que citamos.

Sin embargo, este trabajo puede contribuir a otros en que se desarrollen los demás análisis particulares en este problema. 

V.1 La usurpación de funciones públicas.

Dispone el artículo 250 del Código Penal Federal que: “... Se sancionará con prisión de uno a seis años y multa de cien a trescientos días a quien:

I.- Al que, sin ser funcionario público, se atribuya ese carácter y ejerza alguna de las funciones de tal...”

El Licenciado Jesús Bernal Pinzón
, nos dice en relación a la usurpación de funciones publicas en el Derecho Penal Colombiano, que la disposición, igual a la del Derecho Mexicano, tiene su origen inmediato en los Códigos penales de Italia.

Y nos indica que el interés jurídico tutelado en estas disposiciones de la ley penal, citando a Manzini, “...es el concerniente al normal funcionamiento de la administración pública, en sentido lato, en cuanto que conviene asegurarse la potestad pública, de disponer de modo exclusivo del título y del ejercicio de las funciones públicas y de los servicios públicos contra la invasión de actividades individuales, arbitrarias en la esfera funcional reservada a los organismos públicos en general (usurpación por parte de un particular), o a determinados órganos públicos (usurpación por parte de un funcionario o empleado publico)”. 

Nos advierte que el sujeto pasivo de la infracción no puede ser, en consecuencia, sino la administración pública, titular única del interés ofendido o puesto en peligro, y que el sujeto activo del delito puede ser cualquiera, inclusive un funcionario público.  

Claro está que cuando el sujeto activo del delito de “usurpación de funciones públicas” es un funcionario, nos advierte dicho autor, se presentan en relación con su conducta, algunas características especiales, que, sin embargo, rebasan los propósitos de este trabajo.

No obstante, citamos el siguiente párrafo que nos ofrece sobre este particular: “...Los autores que, en el extranjero, y especialmente en Italia, se han propuesto el tema, sostienen unánimemente esa posibilidad SABATINI, citado por HUNGRÍA, escribe que “el funcionario que usurpa función extraña a la suya, obra como cualquier particular, aunque indirectamente pueda valerse de su calidad de funcionario público para cometer un delito”. Igualmente, enseña RICCIO”, que sujeto activo “puede ser cualquiera, y, por tanto, también un funcionario público que continúe abusivamente ejerciendo las funciones no obstante la cesación en el cargo, o que se arrogue funciones que no le corresponden en absoluto, o que asuma funciones arbitrariamente...”

Por lo que se refiere a la conducta ejecutiva, nos dice que está descrita con las palabras: ejercer funciones públicas sin autorización legal, y que el legislador colombiano, siguiendo en este punto el Código italiano del 89, estableció una condición negativa a la usurpación, cual es la de que se ejerzan las funciones “sin autorización legal”. 

Nos dice que el Código italiano se refería a la “indebida asunción” o del “indebido ejercicio de la función pública”, pero que el Código vigente mejoró notablemente la descripción de la conducta, que a simple vista es redundante, y apenas habla de usurpación de funciones, por la muy simple y elemental razón de que no es dable jurídicamente una usurpación legal.

Sobre la noción de “naturaleza de pública” de la función, citando a SOLER, nos advierte que “el acto usurpado no debe consistir en un acto cualquiera, posible para un funcionario, sino en un acto funcional, como lo es el que lleva a cabo el Ministerio Público. Y nos brinda un ejemplo muy pertinente para los efectos de este trabajo, diciéndonos que: “...El que mostrando un falso carnet policial o municipal de inspector, entra a un cine gratis estafa; pero el que lo exhibe para realizar un acto de inspección, usurpa autoridad...” 

Nos comenta que por función pública debe entenderse, en este caso, la actividad de un funcionario como órgano actuante de la voluntad del Estado, por modesta que sea su esfera de actividad, de manera que quedan excluidas las funciones subalternas en las cuales no es posible discernir contenido alguno de acto público u oficial, no obstante ser cumplido normalmente por un empleado (ordenanza-choffeur).

Continúa exponiendo que: “...Podemos considerar que ejercita una función pública, escribe SALTELLI y ROMANO Di FALCO”, toda persona física, que forma o concurre a formar con su voluntad individual, la voluntad del Estado u otro entre público dirigida al logro de un fin público...”

Así como que: “...Más claramente se puede afirmar con MANZINI, que la característica de la función pública nace, no solamente del objeto de la actividad correlativa, sino también del sujeto de ella. Sin embargo, no toda actividad que se desarrolla en interés público es, por ello solo, función pública; lo es únicamente aquella que el Estado ha reservado en forma exclusiva a sus propios organismos, esenciales o auxiliares, (como lo es la función del Ministerio Público en base a lo dispuesto por el artículo 21 constitucional), y que no puede ser ejercitada por los particulares sin una especial concesión o autorización, salvo los casos de necesidad ( hipótesis no procedente de acuerdo a nuestro Derecho Positivo)...” 

“...Función Pública, entonces es aquella que solo el Estado puede prestar (la justicia, por ejemplo, que, si bien la pueden administrar los particulares, es por emanación de la Ley)...”

Por lo que se refiere al  elemento psicológico y momento consumativo, expresa que- si la conducta ejecutiva consiste en “ejercer” la función pública ilegítimamente, no basta arrogarse o atribuirse la función pública; es preciso ejercitarla efectivamente, o sea, practicar algún acto oficial, como si fuera el legítimo funcionario.

Y agrega que “...El delito se sanciona a simple título de dolo genérico. Equivocada consideramos la opinión de PÉREZ que exige un dolo especifico “que radica en el ánimo de suplantar a la autoridad legítima, al querer pasar por esta y causando por ello un perjuicio a la administración...”

Interesante opinión, esta última, ya que de en caso de considerarse el dolo específico, el reportero televisivo, al no arrogarse expresamente la función de Ministerio Público, no estaría cometiendo el delito.
V.2 Delitos contra la administración de justicia.

Una segunda búsqueda, dentro de este contexto general, nos lleva a la consideración de que lo que resulta afectado es la propia administración de justicia.

En los modelos de Código Penal y Código de Procedimientos Penales,
 elaborados por los Maestros Victoria Adato Green, Sergio García Ramírez y Olga Islas de González Mariscal, se incluye, como en la mayoría de los Códigos penales de la República, el título dedicado a los delitos contra la administración de justicia.

 Sin embargo, en la exposición de motivos del modelo de Código Penal, los maestros nos dicen que: “...Se incorporan nuevos tipos que era necesario incluir, en razón de tutelar bienes que estaban desprotegidos...”

Y Precisamente, dentro de dicho título, su capítulo quinto denomina “Obstrucción de la Justicia”, y su artículo 296 expresa: “Al que por cualquier medio influya en quien es denunciante, querellante o parte, abogado, promovente, perito, interprete o testigo en un procedimiento, para que se retracte de su denuncia o querella, desista de la acción o deje de prestar su defensa, representación, declaración, dictamen, informe o traducción, o los preste faltando a su deber o a la verdad, se le impondrá de dos a cuatro años de prisión y de cien a trescientos días multa. Cuando el medio empleado sea la violencia, las penas se incrementarán en una mitad...”

Giusepe Maggiore
, comentando el Código Penal Italiano vigente en 1956, en relación a los delitos contra la actividad judicial, señala el de denuncia omitida por el encargado de un servicio público, y que consiste en que el encargado de dicho servicio que omita o retarde denunciar ante la autoridad, una infracción de la que haya tenido noticia en el ejercicio de su servicio, o a causa del mismo, salvo que se trate un delito punible por querella de la persona agraviada.

Así como el de simulación de infracción, que comete quién por medio de denuncia, querella, requerimiento o instancia, aunque sean anónimos o bajo nombre falso, dirigidas a la autoridad judicial o a otra autoridad que tenga obligación de darle parte a aquélla, afirme falsamente que se ha realizado una infracción, o simule las huellas de una infracción, de modo que se pueda iniciar un proceso penal para comprobarlo.

O el de conocimiento interrupción e impedimento fraudulentos de comunicaciones o conversaciones telegráficas o telefónicas, que comete quién, con medios fraudulentos, se imponga de una comunicación telegráfica o él no dirigida, o de una conversación telefónica entre otras personas, o las interrumpa o impida.

   Resulta interesante señalar que Giusepe Maggiore, al tratar sobre la publicación indebida de noticias referentes a los autos de un proceso penal, en el Derecho Penal Italiano, nos dice que este delito consiste en publicar total o parcialmente, aún por resumen o a manera del información, autos o documentos de un procesal penal cuya publicación esté prohibida por la ley, tal y como sucede en el Derecho Mexicano con las disposiciones que hemos señalado de la Ley de Imprenta.

Nos advierte el autor italiano, que esta prohibición refiere únicamente a autos y documentos, y por consiguiente, queda excluida la publicación de un retrato, a menos que constituya documento aducido al proceso.

 Para ello, nos dice que los autos del proceso son todas las formas de objetivación (escrita y oral) procedentes de las personas públicas o privadas que toman parte de un proceso y que documentos son todos los escritos y representaciones gráficas ligadas al proceso.

Y agrega que: “...Los autos y documentos tienen que pertenecer a un proceso penal (pendiente ante la autoridad judicial ordinaria o ante alguna jurisdicción especial), no civil, disciplinario o administrativo. La prohibición se extiende, por excepción, también a los autos de su proceso, ante un jurado de honor, por difamación o injuria...” 

“...Por publicación debe entenderse toda forma de difusión o divulgación, sin que sea necesario el uso de la prensa...”

“...Este ilícito  (instantáneo y no permanente) se consuma en el momento de la publicación...”

En el Código Penal Federal vigente, que es el que estimamos es aplicable en materia de delitos cometidos por medios de comunicación televisiva, únicamente se incluyen dentro de su título décimo primero denominado “Delitos cometidos contra la administración de justicia”, a los delitos cometidos por los servidores públicos y el ejercicio indebido del propio derecho.
Sin embargo, creemos que lo que realmente se tipifica, o mejor dicho, se configura, es una obstrucción de la justicia, ya que la actividad del reportero, como consecuencia lógica, inhibirá la continuación de los actos que constituyen el delito por parte de los sorprendidos delincuentes que se ven en la pantalla de televisión, y ello se traduce en la frustración de una función, por cierto muy sensible, que la sociedad ha encomendado, por conducto del constituyente, a la institución del Ministerio Público.

Conclusiones

1.- El derecho a la información, es un derecho público subjetivo de todo ciudadano mexicano, que tiene sus límites legales en el derecho a la vida privada y en la preservación del orden público, aunque sería pertinente que se delimitaran ya, superando fórmulas anacrónicas, como actos ilícitos y derechos de tercero;

2.- Es el Estado Mexicano, como sujeto obligado en la relación jurídica con el titular del derecho- gobernado, quién debe garantizar que la información de utilidad pública o interés público, sea oportuna, fidedigna y apegada a sus límites legales, ya sea que provenga de los propios organismos públicos o del sector privado; 

3.- El reportaje es el género periodístico por el que se investiga todos y cada uno de los vericuetos de la información y los da a conocer al público; amplía, completa y profundiza la noticia para explicar un problema, plantear y argumentar una hipótesis o contar un suceso, es decir, su contenido se nutre de situaciones ya acontecidas;

4.- De acuerdo a la doctrina periodística, el reportero necesita estar informado; tiene el deber moral y ético de proteger el anonimato de la persona que le proporciona información y debe acatar las normas éticas, fundadas en la educación y en el conocimiento de los preceptos legales básicos;

5.- Dentro de la clasificación de los tipos de reportaje, se encuentran el demostrativo, que prueba una tesis, investiga un suceso, explica un problema, y el narrativo, que relata un suceso, hace la historia de un acontecimiento;

6.- Hoy en día ha aparecido, dentro de este género periodístico, un nuevo tipo de reportaje, denominado como de “denuncia”, y que emplea como sus métodos de trabajo la utilización de cámaras o grabadoras ocultas; personificación, por parte de el o los reporteros, de supuestos clientes de servicios, peticionarios de resoluciones o aprobaciones de la autoridad o adquirientes de bienes, y la preparación de diálogos o cuestionamientos, por parte de los reporteros ocultos, relativos a sobornos, dádivas, demanda de bienes sin comprobación de propiedad o de servicios indebidos, o invitaciones al quebrantamiento de disposiciones legales, entre otras;

7.- Tipo de reportaje que contraviene diversos de los principios expuestos para este género periodístico, y que no corresponde a ninguno de los mencionados en la clasificación aportada por la doctrina, su contenido no se nutre de situaciones ya acontecidas sino que busca propiciarlas, y que es el que ha tenido mayor incidencia en los medios de comunicación en la actualidad, debido, por un lado, a los niveles de audiencia que consigue, y, por otro, al descrédito que viven hoy en día las instituciones creadas legalmente para la prevención y persecución de los delitos, así como las destinadas a la impartición de justicia en México;

8.-  El principal medio de comunicación en México, y quizás en la mayoría de los países, es la televisión. Es ella, utilizando la muy generalizada sentencia de nuestro mundo actual, sobre la necesidad de vivir informado, en la que observamos dentro de los noticieros televisivos, un período de tiempo dedicado al descubrimiento, por parte de los reporteros, de alguna situación, hecho o conducta que han sido advertidos, normalmente de forma oculta, y que constituyen alarmas sobre el quebrantamiento de la paz social, la seguridad pública o las normas éticas, sociales, culturales o jurídicas, no importando el criterio de veracidad, que es un valor periodístico, sino el de espectacularidad;

9.- Constituyen delitos previstos en la Ley de Imprenta, todo informe o reportazgo, en asuntos civiles o penales, cuando refieran hechos falsos o se alteren los verdaderos con el propósito de causar daño a alguna persona; toda manifestación o exposición maliciosa hecha públicamente por medio de discursos o de la imprenta, dibujo, litografía, fotografía, cinematógrafo, grabado o de cualquier otra manera, que tenga por objeto desprestigiar, ridiculizar o destruir las instituciones fundamentales del país, así como publicar los escritos o actas de acusación en un proceso criminal antes de que se dé cuenta con aquellos o éstas en audiencia pública, o sin consentimiento de todos los interesados, los escritos, actas de acusación y demás piezas de los procesos que se sigan por los delitos de adulterio, atentados al pudor, estupro, violación y ataques a la vida privada, o las demandas, contestaciones y demás piezas de autos en los juicios de divorcio, reclamación de paternidad, maternidad o nulidad de matrimonio, o diligencia de reconocimiento de hijos y en los juicios que en esta materia puedan suscitarse, o lo que pase en diligencias o actos que deban ser secretos por mandato de la ley o por disposición judicial;

10.- Está prohibido por la Ley Federal de Radio y televisión, transmitir noticias, mensajes o propaganda de cualquier clase, que sean contrarios a la seguridad del Estado o el orden público, así como interceptar, divulgar o aprovechar, los mensajes, noticias o informaciones que no estén destinados al dominio público y que se reciban por medio de los aparatos de radiocomunicación;

11.- De conformidad con el sistema jurídico vigente que rige en México, y como lo establece el artículo 21 constitucional, la investigación y persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público;

12.- La atribución constitucional del Ministerio Público de investigar y perseguir los delitos, se refiere a dos momentos procedimentales: el pre procesal y el procesal, y el primero abarca la averiguación previa, constituida por la actividad investigadora tendiente a decidir sobre el ejercicio o abstención de la acción penal con base en el conocimiento de la verdad histórica;

13.- La averiguación previa se inicia mediante una noticia que puede ser proporcionada por un particular, un agente o miembro de una corporación policiaca o cualquier persona que tenga conocimiento de la ejecución de un hecho presumiblemente delictivo, por medio de una denuncia, que es la comunicación que hace cualquier persona al Ministerio Público de la posible comisión de un delito perseguible de oficio, o por medio de querella, que es una manifestación de voluntad, de ejercicio potestativo, formulada por el sujeto pasivo o el ofendido con el fin de que el Ministerio Público tome conocimiento de un delito no perseguible de oficio;

14.- La probable responsabilidad del indiciado se tendrá por acreditada cuando, de los medios probatorios existentes, se deduzca su participación en el delito, y que para la comprobación del cuerpo del delito el Ministerio Público gozará de la acción más amplia para emplear los medios de investigación que estimen conducentes según su criterio, aunque no sean de los que menciona la ley, siempre que estos medios no sean contrarios a derecho;

15.- La confesión ante el Ministerio Público debe reunir los siguientes requisitos:

I.-Que sea hecha por persona no menor de dieciocho años, en su contra, con pleno conocimiento, en pleno uso de sus facultades mentales, y sin coacción, ni violencia física o moral, quedando, por tanto, prohibida y sujeta a sanción por la ley penal, toda incomunicación, intimidación o tortura;

II.- Que sea hecha ante el Ministerio Público o el tribunal de la causa, con la asistencia de su defensor o persona de su confianza, y que el inculpado esté debidamente informado del procedimiento y del proceso;

III.-Que sea de hecho propio, constitutivo del tipo delictivo materia de la imputación; y

IV.-Que no existan datos que, a juicio del juez o tribunal, la hagan inverosímil.

16.- Carece de todo valor la confesión rendida ante cualquier autoridad distinta del Ministerio Público, o sin la asistencia de un defensor, y menos aún, la obtenida por un particular a través de grabaciones;

17.- La probable tipicidad de algunos delitos en el desarrollo del reportaje de denuncia, como puede ser la usurpación de funciones públicas, no obsta para afirmar que sí configura una auténtica obstrucción de la justicia, ya que la actividad del reportero, como consecuencia lógica, inhibirá la continuación de los actos que constituyen el delito por parte de los sorprendidos delincuentes que se ven en la pantalla de televisión, y ello se traduce en la frustración de una función, por cierto muy sensible, que la sociedad ha encomendado, por conducto del constituyente, a la institución del Ministerio Público.
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